Carátula 
SEÑOR SECRETARIO.- Corresponde designar Presidente y Vicepresidente de la Comisión. 
SEÑOR CORREA FREITAS.- Propongo al señor Senador Brause como Presidente. 
(Apoyados) 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brause) 
PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 09 minutos) 
SEÑOR CORREA FREITAS.- Propongo al señor Michelini como Vicepresidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 5. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a agradecer la distinción que me han dado y adelanto, desde ya, que mi actuación será estrictamente 
objetiva y ecuánime. En ese sentido, comprometo mi tarea. 


SEÑOR MICHELINI.- Además de agradecer también la distinción de que me hayan designado Vicepresidente de la Comisión, mi 
intervención es por otro tema, que no sé si figura en el orden del día porque vamos a recibir delegaciones, pero sobre el cual no se 
debería demorar la consideración. Junto con otros integrantes de la Comisión -la señora Senadora Arismendi y el señor Senador 
Correa Freitas- presentamos un proyecto de ley que ya fue votado en el Senado y pasó a la Cámara de Representantes. Fue 
mandado a Comisión y la Mesa entiende que se votó negativamente. Por lo tanto, todo el trámite debió hacerse nuevamente. 


Existe un acuerdo que se hizo en la Comisión de Presupuesto. Como el tema ¡iba a estar incluido en el Presupuesto Nacional y a 
pedido del señor Senador Atchugarry quedó fuera del mismo, en la propia sesión del Presupuesto, con la firma de varios de los 
integrantes, fue pasado a una sesión ordinaria que se realizó un día martes, siendo votado por unanimidad en el Senado de la 
República. La exposición de motivos la hice yo —porque aún no se había presentado- y lo que se pretende es reparar una injusticia 
a personas que no le han recompuesto la carrera administrativa. Lo que solicitamos es que se puedan jubilar, a pesar de que no se 
haya hecho esa recomposición. 


Salvo que haya unanimidad, no pido que se vote ahora, pero quiero reiterar que ya hubo una expresión del Senado, y en la Cámara 
de Representantes lo están esperando. Si no hubiera observaciones que realizar, nos ocuparíamos del tema ahora y, en caso 
contrario, en la próxima sesión. 


Mi aspiración es que en la primera semana de mayo este tema sea incluido en el orden del día de la sesión del Senado. Reitero 
que fue votado por unanimidad en el Senado, incluyendo a los integrantes de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa iba a dar cuenta de esta iniciativa. De manera que queda a consideración de la Comisión la 
propuesta formulada por el señor Senador Michelini. 


SEÑORA ARISMENDI.- Creo que estamos de acuerdo en el tema. En esta Comisión somos varios los firmantes del proyecto. 
Además, efectivamente existe un acuerdo realizado en la discusión presupuestal. Por lo tanto, estaríamos acompañando la 
propuesta de que se ponga en el orden del día de la próxima sesión. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Estoy de acuerdo con lo expresado porque, pese a todas las gestiones que hicimos en su 
oportunidad —entre ellas con la entonces Presidenta del SODRE, doctora Adela Reta- lamentablemente el trámite aún no ha 
concluido. Se trata de un trámite muy largo y, según me decía la doctora Adela Reta, estos expedientes se habían perdido y, como 
es de precepto legal, habían intervenido la Oficina Nacional del Servicio Civil, la Contaduría General de la Nación y el Ministerio de 
Educación y Cultura. Realmente, salvo que haya una inmediata recomposición de la carrera —cosa que no se ha dictado hasta la 
fecha en acto administrativo- pienso que, por lo menos, esta norma legal tiende a subsanar una injusticia que se le ha generado a 
un pequeño grupo de funcionarios. Creo que apenas son cuatro personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a votar la moción formulada en el sentido de que este proyecto de ley pase a 
consideración del Senado en la próxima sesión ordinaria. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no sólo porque él elaboró la redacción, sino también porque tiene este tema más claro que 
nadie, propongo que el miembro informante del presente proyecto de ley sea el doctor Correa Freitas. Él lo maneja mejor que 
cualquiera de nosotros y podría aclarar las preguntas que se plantearan en el Senado. La señora Senadora Arismendi y yo nos 
hemos movilizado más que nada en lo relativo al trámite del expediente. Por eso, si no hubiera objeciones respecto a su 
designación, formulo moción en el sentido que indiqué. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo inconveniente de parte de los miembros de la Comisión, queda designado el señor Senador 
Correa Freitas como miembro informante de esta iniciativa. 


SEÑORA ARISMEND!.- Señor Presidente: quiero anunciar un tema que en lo personal me ha sacudido enormemente, pero no para 
que lo discutamos hoy, sino para que lo agendemos a fin de darle tratamiento a la brevedad. 


Se trata de una trabajadora de una de las empresas tercerizadas que prestan servicios a distintas empresas públicas, en este caso 
a una dependencia del Ministerio de Salud Pública, que en el día de ayer se suicidó. Según carta que dejó de puño y letra, de la 
que tengo en mi poder una copia, se suicidó por no tener cómo pagar las deudas, el alquiler, y por no poder asumir las obligaciones 
personales. En ella dice que no se investigue nada y que se quitó la vida porque ya estaba muy cansada de luchar, señalando más 
adelante que no se le había pagado lo que correspondía y se encontraba realmente en una situación de crisis total. 


Esta es una expresión extrema de una situación que esta Comisión ya ha abordado en otras circunstancias. Nos referimos 
fundamentalmente a trabajadoras que se desempeñan en este tipo de empresas que brindan servicios de limpieza y que se hallan 
absolutamente desprotegidas. En alguna oportunidad de la anterior Legislatura, esta misma Comisión se ocupó de otros casos de 
personas que trabajaban para dependencias del Estado o para sanatorios que de alguna manera trabajaban con el Estado. Ahora 
se trata de una trabajadora de la empresa de limpieza Mitral, que cumplía sus funciones en el Centro de Salud Monterrey. Debo 
destacar que en el día de ayer todos los trabajadores de dicho Centro prestaron el servicio en régimen de urgencia por duelo. 


En consecuencia, solicito agendar el tema para discutirlo en el marco de posibles iniciativas que, tal como en algún momento lo 
habíamos conversado, protejan la situación de trabajadores y trabajadoras de estas empresas llamadas "tercerizadas" y respecto a 
las cuales hemos recibido denuncias de distintos lugares. 


Quiero recordar que este es un caso extremo y no quiero dramatizar en torno a él, pero creo que la situación habla por sí sola. De 
todas maneras, como el tema no era ajeno a la inquietud de esta Comisión, pido que se incluya en el orden del día su estudio y las 
posibles salidas que desde el punto de vista jurídico se puedan encontrar para estas personas. Ya existen algunas iniciativas y creo 
que podríamos abocarnos al análisis de posibles normativas, independientemente de dar inicio también a diversas conversaciones. 
Quizá el propio señor Presidente podría hablar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con el propósito de averiguar si se 
ha hecho alguna gestión, de modo de valorarlo posteriormente en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa toma nota de la iniciativa de la señora Senadora y desde ya el tema queda agendado para 
abordar su examen en futuras sesiones. Al mismo tiempo, recabaremos los antecedentes que pudieran existir, tanto a nivel del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como del propio Poder Legislativo a través de algún proyecto o iniciativa que se haya 
promovido en la materia. 


En otro orden, se ha hecho llegar a la Mesa una nota del Banco de Seguros del Estado, dirigida al señor Senador Correa Freitas, a 
propósito de relevamientos hechos por dicho Banco en la empresa Ediner S.A. Esta empresa ocupa la ex planta industrial de la 
textil La Aurora, donde se evaluaron las condiciones de trabajo y los riesgos presentes en el ambiente laboral. 


Pensamos que quizá este sea un tema que está vinculado con la presencia en el día de hoy del Sindicato Unico de la Aguja. 
Damos entrada, entonces, a esta nota del Banco de Seguros del Estado. 


Damos cuenta también que el señor Senador Núñez —el proyecto de ley ya está a consideración de la Comisión- ha pedido que se 
estudie un proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes a través del cual se declara el derecho de los funcionarios 
docentes dependientes de la Administración Nacional de Educación Pública que hubieren obtenido la reincorporación, de acuerdo a 
lo dispuesto en la Ley 15.783, a acogerse a los beneficios del artículo 18 de dicha ley. 


SEÑOR NUÑEZ.- Básicamente queríamos saber cuál es la situación actual de las bancadas sobre este proyecto porque tuvo 
aprobación mayoritaria en la Cámara de Representantes. Quiero aclarar que este proyecto de ley ya había estado a consideración 
de esta Comisión y algunas bancadas habían planteado determinadas problemáticas sobre el mismo. En ese sentido, deseamos 
saber en qué condiciones se encuentra este trámite para saber si es posible definirlo. Creemos que no es bueno que la Comisión 
tenga proyectos a estudio, y como no se incorporan en el orden del día su tratamiento se dilate. 


Como ya lo hemos expresado, deseamos saber en qué condiciones está la situación y si es posible fijarnos un plazo para tratarlo 
rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Mesa no entendió mal, el señor Senador Núñez está proponiendo que este proyecto de ley se 
incorpore en el orden del día -cosa que solicitaremos a la Secretaría- de la próxima reunión. Se agradecería que se le otorgue un 
tiempo para poder analizar dicho proyecto para luego incorporarlo en el orden del día de la próxima sesión. 


Por otro lado, la Mesa tiene una iniciativa que refiere a la incorporación de varios artículos aditivos presentados con motivo del 
tratamiento del proyecto de ley con declaratoria de urgente consideración por el que se dictan normas para el fomento y las 
mejoras de la administración. 


Esto debió estar vinculado a las denominadas primera y segunda Ley de Urgencia. Esta iniciativa también está presentada en la 
Comisión y creo que, salvo mejor opinión, por ahora lo podremos dejar pendiente. 


SEÑOR MICHELINI.- He participado en la Comisión en la que se discutió la segunda Ley de Urgencia, y estos temas fueron 
presentados por la señora Senadora Margarita Percovich y los señores Senadores Cid y Korzeniak. Por lo demás, creo que fueron 
pasados a Comisión a pedido mío. Entiendo que lo que deberíamos hacer es pedir opinión al Ministro correspondiente y después 
tratarlos. Si hay algún asunto que reúna la voluntad mayoritaria de la Comisión, previo informe del señor Ministro, lo aprobaremos; 
de lo contrario, se votarán negativamente y se archivarán. Si no, me parece que vamos a seguir semanas y meses sin resolver. 
Naturalmente, es la iniciativa de un partido político; hay algunas cosas interesantes y otras sobre las cuales me gustaría escuchar 
opinión de los partidos oponentes, en su oportunidad. 


Pero, repito, lo mejor es contar con el punto de vista del Ministerio correspondiente, del que se podrá disponer en quince o veinte 
días, y luego comenzar a tratarlos y resolver. De lo contrario, reitero, me parece que van a estar sobre nuestra mesa de trabajo 


durante semanas. Por lo tanto, creo que la opinión del Poder Ejecutivo nos podrá ilustrar a muchos acerca de estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tomará en cuenta la solicitud del señor Senador Michelini y se harán las averiguaciones del caso por 
parte de la Mesa. 


Corresponde entrar al tercer punto del orden del día: "Recibir a los representantes de la Confederación de Organizaciones de 
Funcionarios del Estado (COFE)". 


(Ingresa a Sala la delegación de COFE) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el agrado de recibir a los representantes de la Confederación de 
Organizaciones de Funcionarios del Estado y les cede el uso de la palabra. 


SEÑOR MORALES.- Como Secretario de la organización de COFE les agradezco por habernos recibido. Hemos solicitado esta 
entrevista para plantear un gravísimo problema que afecta al conjunto de los trabajadores de nuestro país, pero nos vamos a 
centrar en los trabajadores del Estado porque son, en definitiva, a quienes representamos y donde están los casos que conocemos 
y sobre los que podemos hablar con cierta autoridad. Este gravísimo problema del que hablamos es consecuencia de la aplicación 
de la Ley N* 16.713, en lo que tiene que ver con la declaración de incapacidad para el desempeño de las tareas del trabajador que 
por enfermedad sobrepasa las 60 inasistencias. Estamos hablando de un problema que ha aparejado gravísimas consecuencias, 
muy concretas, a determinados trabajadores. 


En este momento, tenemos conocimiento de que alrededor de 35 de ellos están a la espera de una resolución de los organismos 
donde ellos desempeñan sus tareas. Sin embargo, esas gravísimas consecuencias potencialmente podrían involucrar a miles y 
miles de trabajadores que están expuestos a sufrir una enfermedad que podría sacarlos, total o parcialmente, de las tareas 
habituales que realizan. 


Es claro que, como seres humanos que somos, ninguno de nosotros está libre de contraer una enfermedad del tipo de la que 
estamos hablando. En lo que refiere a este aspecto, la citada ley determina que después de 60 inasistencias por enfermedad, el 
trabajador público sea pasado a una Junta Médica. De acuerdo con lo que establecía la ley anterior, la Junta Médica determinaba el 
grado de incapacidad del trabajador y lo jubilaba o, a través de prorrogas en los permisos para seguir faltando debido a su 
enfermedad, se llegaba finalmente a la jubilación del trabajador o a su curación definitiva y su vuelta a las tareas. Sin embargo, 
ahora nos encontramos con que de acuerdo a un mecanismo que se llama baremo, el trabajador se presenta ante la Junta Médica 
—del Ministerio de Salud Pública, en la mayoría de los casos, aunque, en el caso específico de los trabajadores civiles de los diques 
del Estado, dicha Junta es del Hospital Militar-, la que efectúa una evaluación de su enfermedad. El citado mecanismo puede 
determinar dos cosas: un subsidio transitorio para el trabajador en el caso de que la Junta Médica determine que su incapacidad 
física alcanza entre un 50% y un 65% o la jubilación definitiva en el caso de que se determine un 66% de incapacidad del 
trabajador para el desarrollo de sus tareas. En este último caso, se le otorga la jubilación en forma automática. 


Cabe señalar que participamos en una jornada muy interesante que realizó la Comisión hace algunos días, instancia en la cual 
escuchamos varias exposiciones en defensa del sistema que se aplica en este momento. Por nuestra parte, al intervenir dejamos 
constancia de nuestra total discrepancia con esa defensa del sistema de Juntas Médicas para los trabajadores públicos. 
Demostramos con hechos las injusticias que estos mecanismos conllevan para el conjunto de los mismos. Tuvimos oportunidad de 
escuchar a representantes de organismos oficiales, como por ejemplo el Banco de Previsión Social y el Banco de Seguros del 
Estado, quienes defendieron el sistema argumentando incluso que este mecanismo se tomaba de lo que se aplica en el Banco de 
Seguros para determinar las incapacidades de los trabajadores que tienen la desgracia de sufrir accidentes o enfermedades 
profesionales. 


Reitero que mostramos nuestra discrepancia con todo eso, principalmente porque el Banco de Seguros debe cumplir una tarea 
totalmente distinta a la del Banco de Previsión Social. El Banco de Seguros es un Banco y, más allá de que preste algún tipo de 
asistencia al trabajador cuando se accidenta, su finalidad o cometido es económica o financiera, en tanto seguimos concibiendo al 
Banco de Previsión Social como el Organismo solidario que asiste al trabajador desde el día en que nace hasta el que muere. Por 
lo tanto, no podemos estar de acuerdo con una concepción economicista. Es más, dijimos que existía la agravante de que cuando 
el trabajador asiste a una Junta Médica del Banco de Previsión Social, ésta estaba compuesta por dos médicos de dicha Institución 
y dos médicos de las AFAP. En una segunda intervención, el representante del BPS dijo que eso no era así, pero a nosotros 
verdaderamente nos consta que lo es y, por ello, lo seguimos sosteniendo, afirmando también que ese mismo aspecto le daba un 
carácter economicista o financiero en un momento en que el trabajador atraviesa por un drama tremendo, que lo deja al margen de 
la actividad laboral. En el caso de que la Junta Médica del BPS no llegue a determinar el 50% de incapacidad, ese trabajador 
queda en la calle, porque no tiene oportunidad de volver a trabajar. En forma previa al otorgamiento del subsidio transitorio, se lo 
obliga a renunciar, para que pueda acogerse a ese pseudo beneficio durante tres años. Sin embargo, después de transcurrido ese 
período, ¿qué pasará? Nada. Esto es así, en momentos en que en este país, incluso a un hombre que tiene el 100% de sus 
aptitudes físicas para poder conseguir un trabajo, le es casi imposible hacerlo. Además, cabe señalar que para que la Junta Médica 
determine en un trabajador el 66% de incapacidad, de acuerdo con el mecanismo de baremo que utiliza el Banco de Previsión 
Social, dicho trabajador tiene que estar, prácticamente, medio muerto. Y disculpen los términos. 


En la jornada a que nos estamos refiriendo, denunciamos también la incongruencia de que el mismo Estado tenga dos 
concepciones totalmente contrapuestas para aplicar esos mecanismos que determinan la incapacidad del trabajador. En el caso del 
compañero Rocca, que está aquí integrando nuestra delegación, debemos decir que se le hizo una Junta Médica en el Hospital 
Militar por ser trabajador civil de los diques del Estado, la que determinó su total ineptitud para el desempeño de las tareas. Así, se 
efectuó un sumario que determinó lo mismo, y con la firma del Presidente de la República, este compañero fue destituido en los 
últimos días del mes de marzo. Aclaramos que vamos a dejar las pruebas de todo lo que estamos planteando. Cabe agregar que el 
compañero Rocca fue destituido incluso antes de que se pronunciara la mencionada Junta Médica del Banco de Previsión Social. 


Asimismo, queremos citar el caso de una compañera trabajadora que tiene la desgracia de haber contraído un cáncer de útero que 
le impide el desarrollo de sus tareas, lo que determinó que faltara durante más de 60 días. Se le realizó un sumario y el Ministerio 
de Salud Pública determinó que el caso pasara al Banco de Previsión Social para que éste otorgue el subsidio transitorio, pero 
previamente se hace renunciar a esta trabajadora. 


Se pensaba que con una enfermedad de ese tipo la compañera podía llegar, desgraciadamente, a la muerte, pero por suerte la 
ciencia hoy está muy adelantada y, se le estirpa el cáncer y queda totalmente curada. Cabe aclarar que este es el caso de una 
cantidad importante de trabajadores. Sin embargo, debido a la imposición de los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de 
Salud Pública, la habían hecho renunciar para pasarla a la Junta Médica. Hoy tenemos a la compañera con tres años más, curada 
pero sin trabajo. En el caso del compañero Rocca se da una situación similar; sufre un serio quebranto de salud que lo aleja de sus 
tareas habituales, lo que determina un sumario y una Junta Médica. Por suerte, el compañero supera ese trance y hoy está apto 
para trabajar, tiene ganas y necesidad de hacerlo pero no puede porque, a través de una resolución de la Presidencia de la 
República se lo destituye, vuelvo a repetir, sin que se haya pronunciado el Banco de Previsión Social. 


Sabemos que el Poder Legislativo no tiene iniciativa en este tipo de normativas sino que la tiene el Poder Ejecutivo, pero somos 
conscientes de que esta ley pasó por el Parlamento. No queremos darle un carácter ideológico a este tema pero aquí está en juego 
el tema de los derechos humanos. Este país en algunos casos parece muy sensible respecto a los derechos humanos pero a la vez 
condena gente que pasa por esta situación a la total indigencia, lo que puede traer consecuencias que no queremos ni pensar. 
Debe ser muy duro quedar al margen de la actividad con más de cuarenta o cincuenta años, en este país. 


En el evento que participamos días pasados percibimos en la casi totalidad de las intervenciones un espíritu de reconocimiento de 
algunas incongruencias que tiene esta ley, de reconocimiento de las injusticias y de los dramas que la aplicación de este Capítulo 
de la ley ocasiona. En ese sentido, estamos solicitando al Poder Legislativo que estime la posibilidad de estudiar esto. No se trata 
sólo el caso de los compañeros citados; existen más de treinta compañeros en sala de espera para ser ejecutados. Incluso, 
diferimos con el señor Senador Correa Freitas porque él decía que el trabajador público tiene la salvaguarda de que la Oficina 
Nacional del Servicio Civil trate el caso. Esta sería la situación de los treinta trabajadores mencionados. Sin embargo, esto no es 
tan así y creo que él puede concordar conmigo luego de la aclaración, porque el trabajador contratado no tiene esa posibilidad. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- En la jornada sobre baremos que hizo la Comisión de Asuntos Laborales usted planteó esta duda y, a 
pesar de que tengo buena memoria, preferí estudiar el tema. 


La Ley de creación de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Comisión Nacional del Servicio Civil cuando establece las 
competencias de esta última, en la Ley N* 15.757 de 15 de julio de 1985, se la da en la destitución de funcionarios públicos civiles 
de la Administración Central, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados sin hacer ninguna distinción en cuanto a la naturaleza 
de presupuestado o contratado. En el tema de los presupuestados quien interviene es el Senado de la República para dar la venia 
correspondiente, porque es un requisito establecido en la Constitución. Quiero aclarar que la Comisión Nacional del Servicio Civil 
tiene competencias para entender en todas las destituciones de funcionarios públicos civiles de la Administración Central, Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, ya sea de naturaleza presupuestada o contratados. La única distinción es que los 
funcionarios presupuestados para ser destituidos requieren venia del Senado de la República. 


SEÑOR MORALES.- Me preocupa más la aclaración del señor Senador Correa Freitas porque estamos hablando de hechos 
concretos, no estamos suponiendo. En el caso del compañero Rocca no tuvo la suerte de que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
interviniera. Lisa y llanamente el Presidente de la República, en atribución de sus potestades, firma una resolución de destitución 
del compañero. Me preocupa más porque seguramente los jerarcas de los distintos Incisos no están interpretando lo establecido 
por la ley de creación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En ese sentido, estamos pidiendo a la Comisión que advierta al 
Poder Ejecutivo de que se está incumpliendo la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin entrar en el tema de los guarismos que esta Comisión analizó, quiero ver si es posible entender algunas 
de las cosas. 


Se nos trasmite por parte de la delegación que pasado los sesenta días son enviados a la Junta Médica. Pregunto si pasan a la 
Junta Médica todos aquellos que tienen más de sesenta días de inasistencia. Por ejemplo, ¿quién tiene una hepatitis también pasa 
a una Junta Médica? A su vez, independientemente de los guarismos, si la enfermedad tiene cura, aunque ésta sea más allá de los 
sesenta días, ¿sólo se expide en función del cumplimiento de la labor o le permite seguir teniendo licencia? Por otro lado, si una 
persona tiene un cáncer —como le puede pasar a cualquier funcionario-, obviamente sus preocupaciones son otras pero si en lugar 
de pedir licencia médica porque se tiene que operar pidiera una licencia especial, no tendría problemas si luego de la operación 
queda habilitado para trabajar. 


Sin embargo, si va a la Junta Médica, revisándolo ésta puede dictaminar que la persona no está capacitada, que no puede cumplir 
y, entonces, decretar su inhabilitación y darle un subsidio por tres años. Si luego la persona se cura, ya cumplió. Incluso, en el día 
de ayer determinamos una destitución en el Senado. Pregunto si no deberían pasar por ese Cuerpo, no digo los casos de las 
personas que se jubilan, pero sí los de aquellos que luego van a tener un subsidio de tres años. Dejo planteada esta pregunta a 
nuestros invitados que han estudiado esas situaciones y también a algunos señores Senadores que podrían ilustrarnos sobre el 
tema. Más allá de la injusticia, que es un problema, hay un marco en el que están sucediendo algunas cosas y quisiera que se me 
clarifique el punto. 


SEÑORA ARISMEND!I.- Quería ordenar los tipos de problemas que tenemos nosotros sobre la mesa, de los cuales la delegación 
solo aborda algunos. Hemos discutido otros, en función de lo cual junto con la COMINT convocamos al Taller sobre Baremos. 


Por un lado, tenemos que la reforma de la Seguridad Social modifica leyes anteriores según las cuales, tal como se señalaba acá, 
un trabajador con inasistencia por enfermedad podía pasar a la Junta Médica y se le determinaba la prórroga de la licencia o una 
jubilación por ineptitud física o psíquica. En realidad, se le daba de baja en el caso de que se jubilara y tuviera un subsidio o una 
pensión por invalidez que cubriera esa situación. Al reformar la Seguridad Social —este es el primer problema que tenemos, y no me 
refiero al orden de importancia-, con 60 días de inasistencia la persona pasa a la Junta Médica y ésta puede hacer tres dictámenes 
diferentes. Puede decidir que el trabajador está bien, que falta pero no está tan enfermo. En otros casos, puede determinar que el 
funcionario tiene una ineptitud o un problema de salud que hace que pueda tener derecho a un subsidio transitorio. A este respecto, 
tenemos innumerables casos en la Comisión, por ejemplo, el de una trabajadora del Banco de Previsión Social a la que se le pagó 
un subsidio durante tres años y al terminar ese plazo no tiene más subsidio, pero tampoco tiene trabajo, ya que para poder cobrar 
el beneficio, tuvo que renunciar a su cargo. Entonces, la persona debe renunciar a su cargo, tiene tres años de subsidio y al 
terminar ese lapso no cobra más subsidio por su grado de incapacidad —que sí está determinado por los baremos- ni tampoco tiene 
más trabajo. 


Otro caso es cuando se determina una incapacidad total, a partir del 66%. Ahí aparece otro problema, sobre el que teníamos una 
serie de datos, pero que surgió claramente el otro día a partir de una serie de intervenciones de los miembros del Banco de 
Previsión Social y del Ministerio de Salud Pública. Se trata de personas que, por no coordinar o no existir los mismos criterios, se 
considera que no están en condiciones de seguir trabajando y se destituyen por determinarse que tienen una incapacidad total, 
como sucedió en el caso del funcionario del Ministerio de Salud Pública. Sin embargo, en ciertos casos, el Banco de Previsión 
Social no considera que sea una incapacidad total y, por lo tanto, se destituye a la persona por incapacidad total, pero no se le paga 
la jubilación por incapacidad total porque el Banco de Previsión Social tiene otra forma de medir la discapacidad. Al votar una venia 
en el día de ayer en el Senado, me preocupé de constatar que en el repartido estaba incluido el informe del Banco de Previsión 
Social, o sea que no existía la duda de que hubiera una diferencia entre los que solicitaban la destitución y el Banco de Previsión 
Social en el sentido de que considerara que la persona no podía recibir la jubilación. En consecuencia, en estos casos estamos 
abordando varios problemas al mismo tiempo. 


Asimismo, existe un cuarto tema -sobre el que no voy a opinar porque tenemos un miembro de la Comisión que es especialista en 
lo referente a la Oficina Nacional del Servicio Civil-, que es el relativo a los contratados. Confieso que la opinión del profesor Correa 
Freitas me abre una nueva perspectiva sobre esta cuestión, porque estaba convencida de que los contratados no pasaban por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Por lo tanto, todos los temas están vinculados a los baremos. Como señalábamos en el Taller, 
esta Comisión tiene varias posibilidades, algunas de las cuales tienen que ver con actos administrativos, otras con normas que 
pueden o no ser decretos y otras de que se legisle sobre el asunto. Eso es lo que la Comisión se propuso abordar y por eso 
convocó el Taller. Además, tiene en su agenda para tratar la pregunta que hacía COFE en cuanto a qué puede hacer la Comisión. 
La Comisión discutirá cuáles son los marcos del Parlamento, cuáles los del Poder Ejecutivo y cuáles las potestades del Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR MORALES.- Queremos hacer una aclaración. La renuncia que debe firmar el funcionario para acogerse al subsidio 
transitorio, no está determinada en el baremo, sino en el artículo 19 de la ley. 


En cuanto al tema de los contratados, más allá de que la aclaración del doctor Correa Freitas nos abre un panorama más alentador, 
queremos dejar en claro que en la Administración actualmente cada uno de los jerarcas de los Incisos no envía los casos de los 
contratados a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Existe una concepción equivocada y no se aplica lo correcto. El jerarca de por sí 
determina el destino del trabajador contratado, y esto es grave porque más de la mitad de los funcionarios públicos son 
contratados. 


Con respecto a la pregunta que planteaba el señor Senador Michelini, vamos a dejar un trabajo muy rico —que incluye una tabla- 
realizado por el equipo de representación de los trabajadores en "Noticias buenas y de las otras", que data de julio de 1999. Allí se 
plantean casos concretos que afectan no solamente a los trabajadores. Me voy a tomar la libertad de leer un caso que puede dar la 
medida de lo dura que es esta ley, no sólo con los trabajadores, sino con los uruguayos en su conjunto. Por eso decíamos que 
pensamos que existe un problema ideológico sobre este tema. Se trata de un joven de 18 años con retardo mental moderado que 
no maneja el dinero, no sabe leer ni escribir por incapacidad mental, su nivel educativo no pasa de un año, no tiene padre y vive 
con su madre y cinco hermanos menores en el barrio Borro, y se le da un 30% de menoscabo por su problema intelectual, un 2% 
más por nivel educativo y un 12% por su situación socioeconómica, llegando a un 44%. No genera derecho a pensión por invalidez 
y, si la tenía, la pierde por aplicación de la nueva ley. Por retardo mental moderado actualmente recibe protección del Banco de 
Previsión Social. Con el nivel de exigencia del 66% quedan totalmente desprotegidos miles de jóvenes en situaciones similares a 
ésta. Además, hay situaciones concretas de trabajadores que, por el mismo espíritu de la aplicación de esta ley, quedan en total 
indigencia. Está presente la doctora Alicia Artigas, que es una de nuestras asesoras legales, quien podría ilustrarlos sobre decenas 
de casos que está considerando, así como también podría hacerlo el compañero Lluveras que es nuestro representante en la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Los compañeros están a disposición para contestar cualquier interrogante de los señores 
Senadores. 


Concretamente, lo que le pedimos a la Comisión —reconociendo las potestades del Poder Ejecutivo- es que vea qué es lo que 
puede hacer, como otro Poder del Estado, para dejar en suspenso la aplicación del Decreto N* 381/98 que es el decreto de 
baremos del Banco de Previsión Social. 


No estamos diciendo que nos oponemos al mecanismo de baremos, sino a este sistema de baremos que tiene el Banco de 
Previsión Social, porque creemos que es muy duro, injusto e inhumano con el trabajador. Por tanto, quisiéramos saber qué puede 
hacer el Parlamento en ese sentido. 


Por otra parte, en el caso de que los funcionarios accedan al subsidio transitorio, pedimos que no sea condición "sine qua non" el 
hecho de renunciar a su cargo. Solicitamos que se elimine el requisito de la renuncia al cargo del funcionario. 


Por último, íbamos a hacer una solicitud para el caso de los funcionarios contratados, pero constatamos que no era necesario. 
Concretamente, lo que íbamos a solicitar es que fuera preceptivo el hecho de que los distintos organismos tuvieran la obligación de 
pasar el contrato a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Por tanto, lo que pedimos es que el Parlamento haga que se cumpla con la 
disposición de la ley sobre la que nos ilustraba el señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Simplemente, para ilustrar a la Comisión y a la delegación que nos visita, debo destacar —el señor 
Lluveras que acompaña a la delegación es miembro de la Comisión Nacional del Servicio Civil y lo recordará- que como Director de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil solicité la destitución de un funcionario contratado de dicha Oficina y, como corresponde de 
acuerdo con la ley, el tema lo pasé a consideración de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Como se trataba de un funcionario 
de la Oficina y yo pedía su destitución, me abstuve de participar en la reunión de la Comisión Nacional del Servicio Civil que, en 
definitiva, resolvió sobre el caso. Quiere decir que esa es una demostración palmaria de que la Comisión Nacional del Servicio Civil 
tiene competencia, como así lo establece el literal c) del artículo 7% de la Ley N* 15.757, que dice que es competencia de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil pronunciarse preceptivamente sobre las destituciones de funcionarios, antes de la resolución 
de la autoridad administrativa correspondiente. Aquí no se hace ninguna distinción entre funcionarios presupuestados y 
contratados. 


SEÑOR MORALES.- Estamos haciendo un planteo global y solicitando que el Parlamento intervenga para buscar una solución al 
problema global de la aplicación de este Capítulo de la ley para con los funcionarios públicos. Sin embargo, también les estamos 


pidiendo esta puesta en suspenso para dos casos que nos ocupan, que son el de la compañera Nidia Cristina Guadalupe Terra — 
quien tenía cáncer de útero-, funcionaria del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que fue obligada a renunciar para poder 
acogerse al subsidio transitorio, y del compañero Hugo Rocca, que recientemente fue destituido por una resolución del Presidente 
de la República. Más allá de las formalidades a las que estamos acostumbrados, que pueda haber en la Administración, y de que 
una resolución del Presidente de la República es irrevocable, pedimos que se pongan por encima de esos formalismos los 
problemas y el drama humano de estos dos compañeros. 


En el caso de la señora Nidia Cristina Guadalupe Terra, su curación definitiva ahora es una cruz para ella, y en el del compañero 
Rocca, podemos decir que por segunda vez el Estado lo despide. Lo despidió durante la dictadura por pensar de forma distinta a 
quienes gobernaban en ese momento y hoy lo despide porque cometió el pecado de tener un quebranto de salud, del cual ahora se 
encuentra repuesto y está con ganas y necesidad de trabajar. 


Pedimos que en estos dos casos el Poder Legislativo realice las gestiones que estén a su alcance y valoraríamos mucho la 
experiencia y el conocimiento del señor Senador Correa Freitas a través de la Oficina Nacional del Servicio Civil, así como su 
amistad con el señor Santos Marichal, Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Quisiera conocer por qué caminos podemos 
lograr que el Poder Ejecutivo vuelva atrás con esas resoluciones que dejan a los compañeros sin trabajo, para darles una nueva 
oportunidad en un momento de sus vidas en que la necesitan de verdad. Estamos seguros de que la Comisión en su conjunto y 
cada uno de ustedes en forma personal, van a acceder a la solicitud que hacemos. Por tanto, dejamos el tema en sus manos y 
quedaremos esperando ansiosos el resultado de esta gestión. 


Por último, quisiera agradecer a la Comisión por habernos escuchado y dispensado tanto tiempo, porque conocemos los tiempos 
de que disponen. Vuelvo a repetir que para contestar cualquier consulta nuestros asesores están a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradeceríamos a la delegación que le proporcione a la Mesa, los documentos que anticiparon en su 
exposición que nos harían llegar. 


SEÑOR MORALES.- Es verdad; en una reunión previa que mantuvimos antes de venir a esta Comisión, determinamos con 
nuestros asesores hacer un compromiso con esta Comisión de acercarles una documentación un poco más concreta. Como 
podrán apreciar de la lectura de esta documentación, no estamos haciendo las gestiones solamente a nivel del Poder Legislativo, 
sino también en el ámbito del Poder Ejecutivo, y pedimos entrevistas con el señor Ministro de Defensa Nacional, el Director 
Nacional de la Oficina Nacional del Servicio Civil y con la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes. 
Con mucho gusto hacemos entrega de la documentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado agradece la presencia de nuestros 
invitados y la exposición con la cual nos han ilustrado. 


(Se retira de Sala la delegación de COFE) 
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